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Consejería de la Presidencia, Interior, Diálogo 
Social y Simplificación Administrativa
Gabinete Jurídico
Servicios Centrales

INFORME SSCC 2023/108 PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REGULAN LAS CONDICIONES 
SANITARIAS DE LA CARNE DE CAZA EN ANDALUCÍA CON DESTINO A CONSUMO HUMANO.

Asunto: Decreto. Condiciones sanitarias de la carne de caza en Andalucía con destino a 
consumo humano.

Remitido por el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de Salud y Consumo, 
proyecto de Decreto referenciado para su informe, conforme al artículo 78.2.a) del Reglamento de 
Organización y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía y del Cuerpo de Letrados de la 
Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 450/2000, de 26 de diciembre, se formulan los siguientes:

ANTECEDENTES

ÚNICO.- Con fecha 6 de octubre de 2023 se ha remitido proyecto de decreto arriba 
referenciado, adjuntándose el expediente. 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA.- El presente proyecto de Decreto tiene por objeto regular las condiciones sanitarias 
de la carne de caza en Andalucía. Según la Memoria Justificativa:

“La norma que ahora se proyecta, es continuista en gran medida con los preceptos del Decreto 
165/2018, sobre todo en lo relativo a la figura de la persona veterinaria autorizada, a la realización del 
primer examen en el campo, tanto de la caza mayor como de la caza menor en función de que se trate de 
una comercialización o del canal del autoconsumo; a la figura de la persona cazadora formada; a los 
circuitos de información y comunicaciones; al lugar donde se lleva a cabo el primer examen (junta de 
carnes) o a las condiciones de los locales donde se realiza la inspección post-mortem por parte de las 
personas veterinarias autorizadas de las piezas destinadas al consumo doméstico privado (locales de 
reconocimiento), habida cuenta de las escasas incidencias detectadas en su aplicación desde 2018.

La norma proyectada mantiene igualmente la figura de la persona con formación en materia de 
caza así como sus funciones, reguladas en el reglamento (CE) 853/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, si bien se modulas(n) algunos aspectos que han sido armonizados a nivel 
nacional en 2020 y necesitan de una adaptación en Andalucía y se flexibiliza el acceso a esta figura a las 
personas que dispongan de la licenciatura o grado en veterinaria al mismo nivel que a las personas que 
anteriormente podía argumentar disponer de un certificado de profesionalidad. También se mantiene la 
figura de la persona veterinaria autorizada y el mecanismo de intervención de la autorización, si bien se 
procede a flexibilizar los requisitos de formación requeridos para la concesión de la autorización a la vista 
de la experiencia y en aras a evitar cargas duplicadas.
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Ahora bien, a pesar de que el tiempo transcurrido no ha sido grande, se han producido 
determinados eventos legislativos que han impactado en la citada norma, como han sido la publicación 
del Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, por el que se regulan y flexibilizan determinadas 
condiciones de aplicación de las disposiciones de la Unión Europea en materia de higiene de producción y 
comercialización de los productos alimenticios y se regulan actividades excluidas de su ámbito de 
aplicación (…). 

También se ha producido en este plazo de tiempo la entrada en vigor de los Reglamentos (UE) 
2017/625 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2017 y REGLAMENTO DE EJECUCIÓN 
(UE) 2019/627 DE LA COMISIÓN de 15 de marzo de 2019 por el que se establecen disposiciones prácticas 
uniformes para la realización de controles oficiales de productos de origen animal destinados al consumo 
humano que si bien no aplican directamente a la materia de caza, sí que afectan al control oficial en los 
establecimientos de manipulación de caza, destino final de la mayoría de las piezas cobradas en el 
campo.

Asimismo es de reseñar la entrada en vigor del Reglamento Delegado (UE) 2021/1374 de la 
Comisión de 12 de abril de 2021 que modifica el anexo III del Reglamento (CE) nº 853/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo sobre requisitos específicos de higiene de los alimentos de origen animal y que en 
materia de caza ha venido a regular la figura del centro de recogida de caza (no prevista en la normativa 
andaluza de 2018) y determinadas condiciones para el transporte o traslado de piezas de caza, lo que ha 
hecho más necesaria aún si cabe la modificación propuesta, para no dejar en una situación de 
inferioridad de condiciones competitivas al sector andaluz de la caza silvestre respecto al resto a nivel 
nacional o europeo (…).

Mención aparte requiere la entrada en vigor del Decreto 622/2019, de 27 de diciembre, de 
administración electrónica, simplificación de procedimientos y racionalización organizativa de la Junta 
de Andalucía, lo que determina la modificación de gran parte de las precisiones relativas a la tramitación 
telemática de los procedimientos administrativos, lo que afecta igualmente a la redacción del texto, 
tanto en aspectos formales como de fondo.

(…)”

El borrador que nos ocupa deroga el Decreto 165/2018, de 18 de septiembre, por el que se 
regulan las condiciones sanitarias de la carne de caza en Andalucía con destino a consumo humano.

 

SEGUNDA.- Dentro del ámbito competencial, el artículo 149.1.16ª CE establece que El Estado 
tiene competencia exclusiva sobre las “Bases y coordinación general de la sanidad”.

La reciente STC 134/2017, de 16 de noviembre de 2017, dictamina al respecto que “Por lo que se 
refiere al alcance de la competencia estatal para dictar las bases de la sanidad, la doctrina de este 
Tribunal constata que, en dicha materia, <<la Constitución no sólo atribuye al Estado una facultad, sino 
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que le exige que preserve la existencia de un sistema normativo sanitario nacional con una regulación 
uniforme mínima y de vigencia en todo el territorio español, eso sí, sin perjuicio, bien de las normas que 
sobre la materia puedan dictar las Comunidades Autónomas en virtud de sus respectivas competencias ... 
dirigidas, en su caso, a una mejora en su ámbito territorial de ese mínimo común denominador 
establecido por el Estado, bien de las propias competencias de gestión o de financiación que sobre la 
materia tengan conforme a la Constitución y a los Estatutos>>”. 

En Andalucía, el proyecto de Decreto encuentra su fundamento competencial en el artículo 
55.2 del Estatuto, según el cual: “Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia 
compartida en materia de sanidad interior y, en particular (...) la ordenación y la ejecución de las medidas 
destinadas a preservar, proteger y promover la salud pública en todos los ámbitos, incluyendo (…) la 
sanidad animal con efecto sobre la salud humana, (…) y la vigilancia epidemiológica, el régimen 
estatutario y la formación del personal que presta servicios en el sistema sanitario público, así como la 
formación sanitaria especializada y la investigación científica en materia sanitaria”.

A tenor de todo ello, consideramos que nuestra Comunidad es competente para el dictado del 
proyecto que nos ocupa.

TERCERA.- Por lo que se refiere al marco normativo en el que se encuadra el presente 
proyecto:

3.1.- Hemos de partir de la normativa europea, debiendo citar el Reglamento (CE) núm. 
852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativo a la higiene de los 
productos alimenticios, el Reglamento (CE) núm. 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
29 de abril de 2004, por el que se establecen normas específicas de higiene de los alimentos de origen 
animal y los Reglamentos (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 
2017, sobre controles oficiales y el Reglamento de Ejecución (UE) 2019/627 de la Comisión, de 15 de 
marzo 2019, por el que se establecen disposiciones prácticas uniformes para la realización de controles 
oficiales de los productos de origen animal destinados al consumo humano, de conformidad con el 
Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y del Consejo, y por el que se modifica el 
Reglamento (CE) n.° 2074/2005 de la Comisión en lo que respecta a los controles oficiales, que hacen 
referencia a la manipulación de la carne de caza, constituyendo el actual marco legal tanto para los 
operadores económicos responsables de las actividades cinegéticas, como para el control sanitario de 
las piezas de caza y sus carnes, con destino a comercialización.

Igualmente, se ha de mencionar el Reglamento Delegado (UE) 2021/1374 de la Comisión de 12 
de abril de 2021 que modifica el anexo III del Reglamento (CE) nº 853/2004 del Parlamento Europeo y 
del Consejo sobre requisitos específicos de higiene de los alimentos de origen animal y que viene a 
regular la figura del centro de recogida de caza, que no estaba prevista en el Decreto 165/2018, y 
determinados requisitos del transporte de piezas de caza, entre otras cuestiones.
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Concretamente, el apartado 1 del Capítulo I de la Sección IV del citado Reglamento (UE) 
853/2004, establece que “Las personas que cacen animales de caza silvestre con vistas a su puesta en el 
mercado para el consumo humano deberán tener un conocimiento suficiente de la patología de la caza 
silvestre, así como de la producción y manipulación de la caza silvestre y de la carne de caza silvestre tras 
la caza, para poder someterla a un primer examen sobre el terreno”. El apartado 2 continúa: “Sin 
embargo, es suficiente con que una sola persona de una partida de caza tenga los conocimientos a que se 
refiere el punto”.

Por otro lado, el artículo 18 del Reglamento (UE) 2017/625, establece que “1. Los controles 
oficiales efectuados para comprobar el cumplimiento de las normas a que se refiere el artículo 1, 
apartado 2, del presente Reglamento, en relación con los productos de origen animal destinados al 
consumo humano incluirán la comprobación del cumplimiento de los requisitos establecidos en los 
Reglamentos (CE) núm. 852/2004, (CE) núm. 853/2004, (CE) 1069/2009 y (CE) núm. 1099/2009, según 
proceda. 
2. Los controles oficiales mencionados en el apartado 1 en relación con la producción de carne incluirán:
 a) la inspección ante mortem realizada en el matadero por un veterinario oficial que, para la 
preselección de los animales, podrá contar con la ayuda de auxiliares oficiales que hayan recibido la 
formación necesaria a tal fin; 
b) no obstante lo dispuesto en la letra a), en el caso de las aves de corral y los lagomorfos, la inspección 
ante mortem realizada por un veterinario oficial, bajo la supervisión del veterinario oficial o, si existen 
garantías suficientes, bajo la responsabilidad del veterinario oficial; 
c) la inspección post mortem realizada por un veterinario oficial, bajo la supervisión del veterinario oficial 
o, si existen garantías suficientes, bajo la responsabilidad del veterinario oficial, 
d) los otros controles oficiales realizados en mataderos, salas de despiece y establecimientos de 
manipulación de caza por un veterinario oficial, bajo la supervisión del veterinario oficial o, si existen 
garantías suficientes, bajo la responsabilidad del veterinario oficial, para comprobar el cumplimiento de 
los requisitos aplicables a (…)

También debe citarse el Reglamento de Ejecución (UE) 2015/1375 de la Comisión, de 10 de 
agosto de 2015, por el que se establecen normas específicas para los controles oficiales de la presencia 
de triquinas en la carne, concretamente los Capítulos I, II y III del Anexo III.

3.2.- En lo que atiene al Estado, el Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, por el que se 
regulan y flexibilizan determinadas condiciones de aplicación de las disposiciones de la Unión Europea 
en materia de higiene de la producción y comercialización de los productos alimenticios y se regulan 
actividades excluidas de su ámbito de aplicación. Este Real Decreto regula a nivel nacional las normas 
básicas  en diversos aspectos relacionados con la caza y los productos de la caza.

3.3.- En nuestra Comunidad Autónoma la norma de referencia es la Ley 2/1998, de 15 de junio, 
de Salud de Andalucía, que en su artículo 15.2 preceptúa que la Administración Sanitaria Pública de 
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Andalucía, a través de los recursos y medios de que dispone el Sistema Sanitario Público de Andalucía y 
de los organismos competentes en cada caso, promoverá el desarrollo de “El control sanitario y 
prevención de los riesgos para la salud derivados de los productos alimenticios, en toda la cadena 
alimentaria hasta su destino final para el consumo”.

Así mismo, el artículo 71 de la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de Andalucía, 
dispone que “La protección de la salud se desarrollará a través de un conjunto de acciones dirigidas a 
proteger (...) la seguridad alimentaria”. 

Por último, destacar el Reglamento de Ordenación de la Caza en Andalucía, aprobado por 
Decreto 126/2017, de 25 de julio, que en su artículo 7.3 establece que “A los efectos del presente 
artículo, las Consejerías competentes por razón de la materia establecerán los criterios para la (...) 
inspección sanitaria de las piezas de caza abatidas en actividades cinegéticas”. 

CUARTA.- Entendemos que se ha cumplimentado hasta ahora la tramitación procedimental 
prevista con carácter general, para la elaboración de los Decretos, en el artículo 45 de la Ley 6/2006, de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

El artículo 139.1 de la Ley 18/2003 disponer que “Todos los proyectos de ley y demás 
disposiciones de carácter reglamentario que apruebe el Consejo de Gobierno y las demás disposiciones 
generales dictadas en desarrollo de las anteriores deberán tener en cuenta, de forma efectiva, el objetivo 
de la igualdad por razón de género y del respeto a los derechos de las niñas, niños y adolescentes, según 
la Convención de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 1989, y su concreción 
en el resto de la normativa internacional, así como en la estatal y la autonómica que son aplicables en 
materia de menores. A tal fin, en la Memoria de Análisis de Impacto Normativo se incluirá el informe de 
evaluación del impacto por razón de género y de evaluación de enfoque de los derechos de la infancia, la 
adolescencia y la familia sobre el contenido de éstas.”

Aunque consta en el expediente Informe de evaluación del enfoque de derechos de la infancia, 
que entendemos, se refiere también al impacto que la norma proyectada tiene en el ámbito de la 
adolescencia, se recomienda hacer mención expresa a la misma.

 Por otro lado, s.e.u.o. por nuestra parte, no consta en la documentación remitida Informe de 
evaluación de impacto de la norma proyectada en la familia. Así la Disposición Adicional 10ª de la Ley 
40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas exige que las memorias del 
análisis de impacto normativo que deben acompañar a los anteproyectos de ley y a los proyectos de 
reglamentos incluirán el impacto de la normativa en la familia.

4.1.- Conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
“Con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento, se sustanciará 
una consulta pública, a través del portal web de la Administración competente en la que se recabará la 
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opinión de los sujetos y de las organizaciones más representativas potencialmente afectados por la 
futura norma”. Consta en el expediente la realización de la misma.

4.2.- A tenor de lo dispuesto en el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, “En el 
ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán 
de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, 
y eficiencia. En la exposición de motivos o en el preámbulo, según se trate, respectivamente, de 
anteproyectos de ley o de proyectos de reglamento, quedará suficientemente justificada su adecuación a 
dichos principios”.

Respecto a la exigencia de dichos principios, se ha pronunciado el Consejo Consultivo de 
Andalucía en Dictamen n.º 242/2017, de 16 de mayo, indicando lo siguiente: “dicha declaración no es 
una pura formalidad, sino que debe guardar coherencia con la documentación obrante en el expediente, 
en la que debe quedar constancia del análisis del cumplimiento de dichos principios”. Consta en la nueva 
documentación remitida, Memoria Justificativa de adecuación a los mismos. 

4.3.- Consideramos especialmente relevante que, de acuerdo con lo previsto en los artículos 43.5 y 
45.1.c) de la Ley 6/2006 de 24 de octubre, se motive debidamente en el expediente que el trámite de 
audiencia a la ciudadanía cuyos derechos e intereses legítimos, se han considerado afectados por el 
decreto proyectado, se haya conferido precisamente a través de cada una de las entidades y asociaciones 
reconocidas por la Ley que constan en el mismo, en cuanto se consideren que la agrupe o la represente y 
que sus fines guardan relación directa con el objeto de la disposición. 

4.4.-  En cuanto al dictamen del Consejo Consultivo, el artículo 17.3 de la Ley 4/2005, de 8 de abril, 
que regula dicho órgano, establece que será consultado preceptivamente en los “Proyectos de 
reglamentos que se dicten en ejecución de las leyes y sus modificaciones”. Dado que se está desarrollando 
el Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, y el artículo 15.2 de la Ley 2/1998, de 15 de junio, valoramos 
que procede el dictamen preceptivo del Consejo Consultivo.

En cuanto al desarrollo de normativa estatal, según la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de 
abril de 2004, Rec. nº 3997/2001:

“...cuando se dicta un Decreto autonómico en virtud de las competencias atribuidas en la materia 
por la Ley del Medicamento, que tiene carácter de básica, dicho reglamento pertenece a la categoría de 
los que la Sala viene considerando como ejecutivos de las leyes. 

Esta apreciación no resulta desvirtuada porque el Decreto autonómico en cuestión se limite a 
adaptar al ámbito de la Comunidad Autónoma ciertos Reales Decretos estatales de desarrollo de la Ley del 
Medicamento. Pues debe considerarse evidente que, al ejercer potestades normativas en el marco de la Ley 
básica estatal, la Comunidad Autónoma esta ejerciendo una potestad reglamentaria propia con un 
contenido autónomo respecto a la del Estado. Por ello, a efectos de la exigencia de informe preceptivo del 
Consejo de Estado, los Decretos como aquel sobre el que versa el proceso no pierden su carácter de normas 
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ejecutivas de la ley, toda vez que pueden establecer un contenido complementario, precisamente en virtud 
de las potestades autonómicas. Por ello debe considerarse preceptivo requerir informe del Consejo de 
Estado de acuerdo con el artículo antes citado de su Ley Orgánica reguladora, o en su caso, del Consejo 
Consultivo de la Comunidad Autónoma”. 

QUINTA.- Se recomienda dejar constancia en el expediente que el proyecto de reglamento se 
hizo público en el momento en el que se sometió al trámite de audiencia y al de información oficial, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 13.1.c) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública 
de Andalucía. 

Asimismo, se recuerda que, cuando se solicitara el dictamen del Consejo Consultivo de 
Andalucía y, en su caso, el del Consejo Económico y Social de Andalucía, debería publicarse también el 
proyecto, dándose cumplimiento así a la exigencia para ello del artículo 7.c) de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y del artículo 13.1.c) de 
la Ley 1/2014, de 24 de junio.

Por último, también debería constar que se habrían publicado las memorias e informes que 
conformen el expediente de elaboración de este texto normativo con ocasión de la publicidad del 
mismo, como así ordenan el artículo 7.d) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y el artículo 13.1.d) de la 
Ley 1/2014, de 24 de junio. 

SEXTA.- En cuanto a la estructura, que razonamos correcta, el borrador de Decreto consta de  
27 artículos, una disposición adicional, una disposición transitoria, una disposición derogatoria, y dos 
disposiciones finales. 

SÉPTIMA.- Entrando a analizar el borrador remitido, se formulan las siguientes observaciones:

7.1.- Con carácter general, cuando se reproduzca el contenido total o parcial de algún precepto 
de la normativa europea antes citada (a la que habrá de atenerse en todo caso), siempre que dicha 
reproducción sea imprescindible y esté justificada, debería realizarse de manera literal y con la 
correspondiente remisión, a fin de evitar los efectos de la lex repetita. 

7.2.- En cuanto a la parte expositiva, en relación al marco normativo, sugerimos la posibilidad 
de que el séptimo párrafo que comienza “Debido al riesgo que supone la triquinosis (…)” y que hace 
referencia a normativa europea, se incorpore dentro del bloque de esta normativa para continuar con 
la estatal y después la autonómica.

7.3.- El artículo 4 apartado 3 dispone: “Las personas o entidades que estén obligadas a 
relacionarse con la Administración a través de medios electrónicos, deberán presentar sus solicitudes, 
comunicaciones y restantes escritos relativos a los procedimientos regulados en el presente Decreto, en el 
Registro Electrónico Único de la Administración de la Junta de Andalucía y en los restantes registros 
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electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre”.

Atendiendo a la literalidad expuesta, pudiera entenderse que se exige la presentación de 
solicitudes, comunicaciones y demás escritos tanto en el Registro Electrónico Único como en los 
restantes registros electrónicos, de manera cumulativa y no alternativa. Por lo que, por razones de 
seguridad jurídica, se recomienda acomodar la redacción, bien sustituyendo “y” por “o”, bien 
sustituyendo “deberán” por “podrán” y la conjunción “y” por “así como” tal y como está redactado por 
el artículo 16.4 a) de la Ley 39/2015.

7.4. Artículo 7. En tanto que se ha suprimido la “junta de carnes” del artículo 6.2., al no 
plantearse el órgano proponente ningún tipo de control documental, nos preguntamos cómo se 
controla el cumplimiento de los requisitos de la junta de carnes; igualmente, nos planteamos cómo se 
garantiza por la persona responsable de la actividad cinegética que se dispone de una junta de carnes y 
cómo se controla que efectivamente dicha garantía se cumpla. En tanto que se define a la “persona 
responsable de actividad cinegética en el artículo 2 h) como “Persona física o jurídica  titular del 
aprovechamiento cinegético o de la organización de la actividad cinegética, encargada de garantizar que 
se cumplen las disposiciones en materia sanitaria de carácter general y las previstas en este decreto, así 
como otras derivadas de esta actividad”, y no estar tampoco incluida la persona responsable de la 
actividad cinegética en el artículo 6.2, se desconoce de qué manera puede controlar la administración 
que la persona responsable de la actividad cinegética está garantizando que se cumplen las 
disposiciones en materia sanitaria derivadas de la actividad cinegética.

            7.5.- Artículo 8.  Regula las condiciones del local de reconocimiento de caza. 

                   7.5.1.- En el apartado 2 debería motivarse en el expediente la distancia de máxima de 100 km 
del local de reconocimiento de caza, respecto al terreno cinegético donde se realiza la cacería. 

Se prevé, así, la posibilidad de trasladar las piezas de caza a un local de reconocimiento situado 
a una distancia no superior a 100 km del terreno cinegético. Se plantea si el vehículo para el transporte 
no debería cumplir ciertos requisitos, con el fin de proteger la integridad de dichas piezas a efectos de 
su examen. Siendo así que en el artículo 12 del proyecto se regulan las condiciones del traslado de 
piezas desde la junta de carnes al establecimiento de manipulación de caza o al centro de recogida de 
caza, pero no se menciona el local de reconocimiento de caza. Por tanto, en aras a evitar confusión, 
recomendamos que en el artículo 8 también se indiquen los requisitos que ha de cumplir el traslado de 
las piezas al local de reconocimiento de caza.

Así, el Capítulo II del Anexo III del Reglamento (UE) 853/2004, establece al respecto que “(…) 5. 
La pieza deberá refrigerarse en un plazo razonable después de la muerte, y alcanzar en toda la carne una 
temperatura no superior a 7 °C. Si las condiciones climáticas lo permiten, no será obligatoria la 
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refrigeración activa. 6. Durante el transporte al establecimiento de manipulación de caza se evitará el 
amontonamiento de las piezas”. 

7.5.2.- En el apartado 3.a) planteamos por qué en este caso el suelo no tendrá que ser de 
hormigón o material similar, como se exige para las juntas de carnes en el Artículo 7.3.a). De igual 
modo, resulta contradictorio que los requisitos para los locales de reconocimiento de caza 
(autoconsumo), sean mucho más exigentes que para las juntas de carnes, dado que en las mismas se 
realizará el examen de las piezas de caza para su comercialización.

          7.5.3.- De la redacción del apartado 4 interpretamos que la comunicación habrá de 
presentarse 10 días antes al primer uso de todas las temporadas de caza y no al de cada temporada de 
caza. De no ser así, conviene su concreción.

                    7.5.4.- En el apartado 6 presumimos que en caso de que el local de reconocimiento de caza 
sustituya a la junta de carnes, deberá cumplir los requisitos previstos en el apartado 3.

           Así mismo, debido a que el local de reconocimiento podrá sustituir a la junta de carnes, se plantea 
si en estos casos habría de presentarse una comunicación, en los términos del apartado 4.

Todo ello sin perjuicio de cuestionarnos las razones por las que un local de reconocimiento de 
caza ha de contar con superiores requisitos de control sanitario que los exigidos para la junta de 
carnes, cuando en éste se realiza el primer examen de las piezas de caza con destino a 
comercialización y en el local de reconocimiento de caza se realiza el control sanitario de las piezas de 
caza para que puedan ser destinadas al autoconsumo. 

           7.6.- Capítulo IV. Para los casos de carne de caza con destino a comercialización, ponemos de 
relieve que a diferencia del Capítulo V (autoconsumo), no se regulan las medidas de control sanitario a 
realizar en el establecimiento de manipulación de caza, relativas a la triquina, ni la identificación de la 
carne apta para consumo humano, como tampoco los supuestos de riesgos para la salud, y otras 
actuaciones previstas en el artículo 15. Ello debería subsanarse, toda vez que dichos controles habrían 
de ser cuanto menos similares, pues van a tener lugar sobre carne de caza que se va a comercializar y 
consumir.

7.7.- Artículo 10. En el apartado 5 se exige un precinto de color verde identificativo. Se plantea 
si este tipo de precintos no debería estar previamente homologado, lo que se reitera para los 
apartados 3 y 5 del artículo 15, en cuanto a los precintos rojo y blanco. 

7.8.- Capítulo V.  Sobre la carne de caza mayor con destino a autoconsumo, a diferencia del 
Capítulo IV, no se contemplan previsiones sobre el primer examen post morten, sino directamente el 
traslado al local de reconocimiento de caza.  
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7.9.- Capítulo VI. Tras las Sentencias del Tribunal Constitucional, en especial la STC 79/2017, de 
22 de junio de 2017, por las que se anulan los artículos 19 y 20 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, con 
base a la prevalencia del principio de territorialidad sobre el principio de eficacia en todo el territorio 
nacional de actos, disposiciones y medios de intervención de las autoridades del lugar de origen, la 
Comunidad Autónoma de Andalucía podría exigir los requisitos que tuviera por conveniente, respecto 
a aquellas personas solicitantes de las autorizaciones reguladas en dicho Capítulo, incluso aún cuando 
ya hubieran obtenido una autorización de la misma naturaleza en otras Comunidades Autónomas. 

No obstante, el artículo 18.2.a).5º de dicha Ley determina que constituirá un requisito 
discriminatorio para acceder a la actividad “que el operador deba realizar un curso de formación dentro 
del territorio de la autoridad competente”, por lo que será válida la adquisición de la formación 
específica prevista en el Artículo 18, adquirida en otra Comunidad Autónoma.

7.10.- Artículo 15. En el apartado 10, en relación a la comunicación a la autoridad competente 
en materia de sanidad animal en caso de sospecha o confirmación de algunas de las enfermedades 
contempladas en el Reglamento de Ejecución (UE) 2020/2002 de la Comisión de 7 de diciembre de 
2020, por cuestiones de seguridad jurídica, se recomendaría que se estableciera el plazo para realizar 
esa comunicación.

7.11.- Artículo 17. Sobre la presentación de la solicitud en el registro electrónico de la 
Administración, suponemos que el proyecto se acoge a lo dispuesto en el artículo 14.2.d) de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, en cuanto a la obligación de relacionarse electrónicamente, dado que la 
profesión de veterinaria requiere de colegiación obligatoria según el artículo 64 de los Estatutos 
Generales de la Organización Colegial Veterinaria Española, aprobados por Real Decreto 126/2013, de 
22 de febrero. De todos modos, debería especificarse en el proyecto dicha obligación. 

En el apartado 2 se prevé el silencio positivo en caso de resolución presunta. No obstante, 
proponemos se valore si la intervención y el control sanitario de la persona veterinaria en actividades 
cinégeticas, podría ser susceptible de ocasionar daños al medio ambiente, a efectos de un eventual 
silencio negativo, ex artículo 24.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

7.12.- Artículo 20. Se recomienda indicar qué tipo de formación y qué personas o entidades 
estarán facultadas para la impartición de la formación específica, así como los requisitos que hubieran 
de cumplir. Ello se reproduce para el Capítulo VII y la persona con formación en materia de caza. 

7.13.- Capítulo VII. La acreditación de la persona con formación en materia de caza, puede 
obtenerse, según el Artículo 24, bien mediante la superación de un examen, bien mediante la posesión 
de un título de formación profesional o certificado de profesionalidad. Respecto a la vía del examen, el 
Artículo 23.4 indica que una vez realizado el mismo, la persona titular de la Dirección Gerencia del 
Distrito de Atención Primaria o Área de Gestión Sanitaria, emitirá un certificado de superación. 
Consideramos que ello supondría una auténtica autorización, pues sólo contando con dicho 
certificado, podrían realizarse las funciones encomendadas por el proyecto. 
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Téngase en cuenta que la entrada en vigor de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, ha supuesto un 
profundo cambio en el régimen de las autorizaciones, cuya exigencia debe estar prevista y motivada en 
una norma con rango de ley, siempre que concurran los requisitos de necesidad y proporcionalidad ex 
artículo 17. 

La Ley 3/2014, de 1 de octubre, de Medidas Normativas para Reducir las Trabas Administrativas 
para las Empresas, establece en su artículo 3 que “En la Comunidad Autónoma de Andalucía, la 
normativa reguladora del acceso a las actividades económicas y su ejercicio sólo podrá establecer 
regímenes de autorización mediante Ley, siempre que concurran los principios de necesidad y 
proporcionalidad, de acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal”. 

Según lo dispuesto en el párrafo b) del Anexo I de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, se 
entenderá por actividad económica: “cualquier actividad de carácter empresarial o profesional que 
suponga la ordenación por cuenta propia de los medios de producción, de los recursos humanos, o 
ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o en la prestación de 
servicios”.

Por tanto, en caso de que se valorara que tras la obtención del certificado de superación del 
examen tipo test, las personas o alguna de ellas que puedan realizar el primer examen de la pieza de 
caza (que según el Artículo 22 serían cualquier persona cazadora, guarda de coto u otra persona que 
asista a la cacería), están realizando una actividad económica, según lo dispuesto en el párrafo b) del 
Anexo I de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, la acreditación habría de estar contemplada en una 
norma con rango de Ley. Esta cuestión tendría que fundamentarse en el expediente. 

Por otra parte, no se regulan causas de revocación y suspensión de la acreditación, lo que se 
cita a los efectos oportunos. 

7.14.- Artículo 24. En el supuesto del apartado 1.b), debería indicarse ante qué órgano habrá de 
solicitarse la acreditación. Sobre las personas o entidades que podrán impartir la formación, el 
apartado 5 del Capítulo I de la Sección IV del Anexo III del Reglamento (UE) 853/2004, establece que “La 
autoridad competente deberá animar a las organizaciones de cazadores a impartir dicha formación”. 

Es cuanto me cumple someter a la consideración de V.I., sin perjuicio de que se cumplimente la
debida tramitación procedimental y presupuestaria.

En Sevilla, a la fecha de la firma electrónica.

La letrada de la Junta de Andalucía
Rocío Aparicio Serrano
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